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Acta No. 173 de marzo 31 de 2017
Decide la Sala las acciones  de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local y Audifarma Pereira, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos que nominó como “garantías procesales, debido proceso art. 13, 83 CN  -sic-”. 

Expuso en cada una de ellas que presentó las acciones populares ante el despacho accionado, radicadas con los números “2015-387” y “2015-404” en las que se notificó a la entidad allí demandada, pero no respondió; posteriormente el Juzgado decide terminar las acciones por desistimiento tácito y se negó a conceder las alzadas propuestas, amparado en el CGP, olvidando que esta clase de actuaciones son de doble instancia.
Como consecuencia de ello, solicita que se ordene a Audifarma con sede principal en Pereira, que responda las demandas que le fueron notificadas; se aporten copias de las tutelas a las acciones populares; se ordene al despacho accionado conceder las alzadas frente a los proveídos que terminaron las acciones y no se cambien los recursos por reposición, como lo ha hecho el Tribunal, ya que presentó apelación.
Se dispuso el trámite acumulado, con la vinculación del agente del Ministerio Público y de la Defensoría del Pueblo.
El Juzgado procedió a remitir copias de las piezas procesales que se le solicitaron en el auto que le dio impulso a las acciones; que frente a los autos del 28 de octubre de 2016, no se interpuso recurso alguno y las demandas se encuentran archivadas desde el 11 de noviembre de 2016.
La Procuradora Regional Risaralda, señaló que su intervención se dirige a la protección de los derechos colectivos. Por AUDIFARMA SA, intervino quien se anunció como su representante judicial, pero sin que se allegara poder especial para intervenir dentro de este asunto como tal, ni documento alguno que acreditara tal hecho, por lo que no se tendrá en cuenta su  intervención.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa (i) de que AUDIFAMA no contestó las demandas populares que le fueron notificadas y (ii) por la negativa a la concesión de los recursos de apelación que fueron elevados contra los autos que terminaron las acciones populares por desistimiento tácito.

En cuanto a la primera denuncia, bastará decir que no hay de dónde colegir trasgresión alguna frente a los derechos invocados, por el hecho de que la parte accionada dentro de las acciones populares, esto es, AUDIFARMA, según el demandante, no hubiese dado respuesta a los libelos señalados en su demanda, pese a ser notificada. Por una parte, la situación misma es inexistente, porque, como lo dejan ver las copias arrimadas al presente trámite, la falta de diligencia para enterar a la entidad accionada, dio lugar a la terminación de las acciones por desistimiento tácito, como quiera que con proveído del 20 de octubre de 2016 (f. 20, 21, 36 y 37), se requirió al actor para que procediera con las diligencias necesarias para ese efecto, lo que no hizo, así que con autos del 28 de octubre se le puso fin a esas demandas con el consecuente archivo definitivo.

  



De donde surge, entonces, que los hechos plasmados en las presentes acciones de tutela, no tienen similitud con lo que realmente ocurrió. 




Y por la otra, aun si AUDIFARMA se hubiese notificado, debe anotarse que una de las opciones que tiene el demandado frente a cualquier acción judicial, es guardar silencio, con las consecuencias que de allí puedan derivarse. Si esa es su posición, de allí no podría derivar violación alguna de los derechos fundamentales de su contraparte, que antes bien podría resultar favorecida con tal omisión. Menos aún del debido proceso, porque a quien incumbe conservarlo durante el trámite de un debate judicial es al juez, no a las partes.




Por tanto, en lo que a esta empresa se refiere, la acción será negada. 
Ahora, en cuanto al reproche frente al despacho judicial, se tiene que en forma reiterada, se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental17 y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes del accionante se tornan improcedentes. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que con las copias de las actuaciones remitidas por el Juzgado, se tiene que frente a las decisiones adoptadas en los autos del 28 de octubre de 2016 (f. 23, 24 y 39 y 40), relacionadas, en lo que interesa, con la negación de las apelaciones propuestas, el libelista, no interpuso ningún recurso, por lo menos el de reposición que era viable, para hacerle ver al funcionario, con los argumentos que ahora expone, que las alzadas sí resultaban procedentes, con lo cual olvida que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas; así que dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses. 
  



Solo a partir de las resoluciones que pudiera haber extendido el Juzgado, previa formulación del recurso pertinente, podría analizarse si hubo alguna irregularidad susceptible de remediar por el juez constitucional. Como no ocurrió de esa manera, lo que queda es declarar la improcedencia anunciada. 

  



Por infundas se negarán las demás pretensiones.

 



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallar de su parte violación alguna de los derechos implorados en protección.


 


DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra AUDIFARMA SA, y se DECLARAN IMPROCEDENTES frente al  Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira.




Se niegan las demás pretensiones invocadas, relacionadas con aporte de copias de las tutelas a las acciones populares.
Se absuelve a los citados de oficio a este trámite acumulado.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92
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